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En el recurso de amparo núm. 2.970/1994. inter­
puesto por el Procurador de los Tribunales don José
Luis Pinto Maraboto en nombre y representación de don
Rafael Vicente Montesinos Zamorano. doña María Luisa
Giral Mangas y don Hipólito Granero Sánchez, con la
asistencia letrada de don Manuel Luis de la Llave Costell,
contra la Sentencia de la Sección Seg unda de la Audien­
cia Provincial de Valencia. de 23 de julio de 1994, por

. la que se revocó parcialmente en apelación la Sentencia
del Juzgado de lo Penal núm. 5 de esa misma ciudad,
de 25 de enero de 1994. Ha comparecido el Colegio
de Gestores Administrativos de Valencia representado
por el Procurador 'don Santos de Gandarillas Carmona.
bajo la dirección del Letrado don Carlos Verdú Sancho
y ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
el Magistrado don Pedro Cruz Villalón. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 17
de agosto de 1994, el Procurador de los Tribunales don
José Luis Pinto Maraboto. en nombre y representación
de don Rafael Vicente Montesinos Zamorano, doña
María Luisa Giral Mangas y don Hipólito Vicente Granero
Sánchez, interpuso recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Valencia, de 23 de julio de 1994. por la que se revo­
caba parcialmente la Sentencia del Juzgado de lo Penal
núm. 5 de esa misma ciudad de 2.5 de enero de 1994.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:

a) Los demandantes de amparo fueron condenados
por Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 5 de Valen­
cia, de fecha 25 de enero de 1994. como autores res­
ponsables de un delito de usurpación de funciones del
arto 321 del anterior Código Penal, a la pena de seis
meses y un día de prisión menor con sus correspon­
dientes accesorias. por estimar el juzgador de instancia
probado que habían realizado funciones propias de la
profesión de Gestores Administrativos sin estar en pose­
sión del correspondiente título profesional.

b) Interpuesto recurso de apelación contra la ante­
rior resolución, fue parcialmente estimado, aun cuando
rechazó la alegación de infracción del arto 25.1 C.E. que
imputaban los recurrentes a la Sentencia de primera ins­
tancia. en el sentido de modificar la sanción impuesta
don Hipólito Vicente Granero Sánchez, y de .sustituir la
condena que se le impuso por un delito de intrusismo,
por otra correspondiente a una falta del arto 572 C.P..
habida cuenta su condición de Licenciado en Derecho,
confirmando. por otra parte, las sanciones impuestas a
don Rafael Vicente Montesinos Zamorano y doña María
Luisa Giral Mangas. al no constar. respecto de ellos, otra
titulación que la de bachiller.

3. Se aduce en la demanda que las Sentencias
recurridas han vulnerado los derechos de los solicitantes
de amparo a la tutela judicial efectiva sin indefensión
y a la legalidad penal, respectivamente reconocidos en
los arts. 24.1 y 25.1 C.E. .

La infracción del principio de legalidad penal. se esti­
ma producida por haber llevado a cabo en las resolu­
ciones judiciales recurridas una interpretación extensiva
in malam partem a la hora de integrar la norma penal
en blanco contenida en el arto 321 del anterior Código
Penal. realizando así una aplicación de dicha norma dis-

más mínimo fundamento ya que ni ,da mala suerte de
ser objeto de inspección» ni la singular interpretación
que da el recurrente a la Disposición adicional decimo­
cuarta de la Ley 18/1991 son atendibles. También ha
de rechazarse la alegación formulada en relación con
los intereses de demora, toda vez que, como es sabido
-y así lo declaramos en la STC 76/1990, fundamento
jurídico 9.°_, carecen de naturaleza sancionadora por
lo cual su inclusión en las liquidaciones impugnadas no
vulnera el invocado arto 25 C.E.

3. Las demás pretensiones que en este recurso se
ejercitan han sido contempladas y resueltas en la recien­
te Sentencia del Pleno de este Tribunal 38/19¡l7, cuya
doctrina debe aplicarse al caso presente para acordar,
como allí se hizo, la desestimación de un recurso que
tiene por objeto una idéntica actuación sancionadora
aunque aquí se refiere al Impuesto sobre el Patrimonio.
puesto que al mismo le son aplicables los mismos pre­
ceptos como expresamente resulta de los artículos apli­
cados, 15. 16 Y 17 de la Ley 20/1989, de 28 de julio.
Doctrina que funda su decisión en que por efecto de
la STC 45/1989 no se produjo, como se pretendia. lagu­
na legal alguna en el orden sancionador y por ello se
concluía que la Ley 20/1989. en su aplicación a períodos
anteriores a su entrada en villor, no significó modifica­
ción de los tipos de infraccion y sanciones aplicables
y la aplicación de su arto 15.3 supuso una retroacción
in bonusque no vulnera los arts. 9 y 25 de la C.E. Doctrina
aplicable tanto. al I.R.P.F. al que allí se refería, como al
Impuesto sobre el Patrimonio en relación con los actos
determinantes del efecto sancionador de las liquidacio­
nes practicadas por la Ley 20/1989 respecto de los
ejercicios 1983, '1985 y 1986, a los que se refiere el
recurso, anteriores todos a la STC 45/1989.

Procede, en consecuencia. desestimar el recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a catorce de julio de mil novecientos
noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cia-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Garles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

17715 Sala Primera. Sentencia 130/1997. de 15 de
julio de 1997. Recurso de amparo
2.970/1994. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Valencia por la que se revocó
parcialmente en apelación la del Juzgado de
lo Penal núm. 5 de esa misma ciudad. Vul­
neración del principio de legalidad penal: apli­
cación extensiva del tipo definido' en el
arto 321. 1 del Código Penal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera. y don Pablo García Manzano. Magistrados. ha
pronunciado

la siguiente
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cordante de la doctrina sentada en la STC 111/1993,
ya que no cabría calificar de título académico al que
habilita para realizar actos propios de la profesión de
Gestor Administrativo.

En segundo lugar. imputan a las resoluciones impug­
nadas la lesíón del derecho a la tutela judicial efectiva
al haberse producido las condenas partiendo de una
interpretación restrictiva de los derechos y facultades
que los arts. 9 y 10 del Estatuto General de la Abogacia
atribuyen al Abogado ejerciente, y de una interpretación
amplia de las responsabilidades que el arto 15 bis del
Código penal en ese momento vigente atribuía a los
directivos u órganos de una persona jurídica.

En consecuencia. se pide a este Tribunal que anule
las Sentencias impugnadas en amparo y qUe, entretanto.
acuerde suspender su ejecución.

4. Por providencia de 10 de enero de 1995, la Sec­
ción Primera acordó conceder a los demandantes de
amparo y al Ministerio Fiscal un plazo de diez días, de
conformidad con lo dispuesto en el arto 50.3 de la LOTC,
para que dentro de dicho término alegaran cuanto esti­
masen pertinente en relación con la posible existencia
del siguiente motivo de inadmisión: carecer la demanda
manifiestamente de contenido que justificase una deci­
sión por parte del Tribun!ll Constitucional.

5. Los demandantes de amparo evacuaron este trá­
mite por escrito de fecha 21 de enero de 1995 en el
que, sustancialmente, reiteraban las alegaciones ya for­
muladas en la demanda de amparo, insistiéndose en
la referencia a la STC 111/1993 como modelo a aplicar
en el presente caso, dada la similar naturaleza de la
titulación requerida para ejercer como Gestor Adminis­
trativo con la exigida para ejercer como Agente de la
propiedad inmobiliaria.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional concluía, por
su parte, en idéntico trámite. que de la conjunta lectura
del arto 6 del Real Decreto 1.324/1979 -por el que
se modificó el Estatuto Orgánico de los Gestores Admi­
nistrativos- y de la STC 111/1993 se infiere que. por
más que, para participar en las pruebas tendentes a la
obtención del título de Gestor Administrativo. se exija
estar en posesión de una titulación académica. lo cierto
es que dicho título no tiene en sí mismo carácter aca­
démico ya que corresponde su expedición al Ministerio
de la Presidencia del Gobierno. a propuesta de la Junta
de Gobierno del Colegio. En consecuencia. a juicio del
Ministerio Fiscal no podía decirse que la demanda de
amparo careciese manifiestamente de contenido cons­
titucional. por lo que proponía su admisión a trámite.

6. Por providencia de 24 de julio de 1996. la Sec­
ción acordó admitir a trámite la presente demanda de
amparo y. a tenor de lo dispuesto en el arto 51 de la
LOTC. requerir atentamente a los órganos judiciales de
instancia y de apelación para que. en el término de quin­
ce días. remitieran testimon'io del conjunto de las actua­
ciones. interesándose al propio tiempo el emplazamiento
de cuantos. a excepción de los solicitantes de amparo,
habían si<;lo parte en el proceso judicial antecedente a
fin de que, en idéntico plazo. pudieran comparecer en
el presente proceso constitucional. Por otra providencia
de esa misma fecha. la Sección acordó formar la corres­
pondiente pieza separada de suspensión. concediendo
al Ministerio Fiscal y a los actores un plazo de tres días
para que alegasen cuanto al respecto considerasen con­
veniente. La suspensión interesada fue' acordada por
Auto de la Sala Primera de 18 de agosto de 1995.

7. Mediante escrito de fecha 15 de septiembre
de 1995, el Procurador de los Tribunales don Santos
de Gandarillas Carmona solicitó ser tenido por parte en

este proceso constitucional en nombre y representación
del Ilmo. Colegio de Gestores Administrativos de Valen­
cia. Petición que fue atendida por providencia de la Sec­
ción. de 2 de octubre de 1996, por la que, además,
se tuvieron por recibidas las actuaciones solicitadas y
se acordó dar vista de las mismas al Ministerio Fiscal
y a las partes personadas para que, en el plazo de veinte
días, formularan cuantas alegaciones estimasen con­
venientes.

8. Los demandantes de amparo presentaron sus ale­
gaciones por escrito de fecha 26 de octubre de 1995.
en el que sustancialmente reproducían, ampliándolas,
las ya formuladas en la demanda de amparo y en el
trámite abierto de conformidad con lo dispuesto en el
arto 50.3 de la LOTC. En especial se detiene en el desarro-

. 110 de la vulneración del arto 25.1 C.E.. partiendo de la
reserva de Ley que establece, que no es incompatible
con las remisiones a otras normas, pero sin que ello
pueda conducir a la criminalización por fuentes distintas
de la Ley (STC 89/1983). comprobando cómo por las
resoluciones recurridas se ha operado una interpretación
extensiva in roa/aro partero del tipo en cuestión. Pone
de manifiesto que cualquier ciudadano puede actuar por
sí mismo ante la Administración o representar a otro,
con lo que no existen unos conocimientos específicos.
un arte, que sólo puedan adquirirse a través de la rea­
lización de unos estudios universitarios. Niega el carácter
de título académico al que habilita para la colegiación.
así como la existencia un bien jurídico que demande
la protección penal.

9. El Colegio Oficial de Gestores Administrativos de
Valencia formuló sus alegaciones por escrito presentado
en el Juzgado de Guardia de Madrid el 27 de octubre
de 1995 y registrado en este Tribunal el día 30 de ese
mismo mes y año, en el que concluía que no cabía repro­
char a las Sentencias recurridas vulneración alguna de
los derechos consagrados en los arts. 24.1 y 25.1 C.E.,
por entender. en lo referente a este último, que la doc­
trina sentada en la STC 111/1993 únicamente afectaba
a la profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria
y que, además. tampoco sería aplicable al caso de autos
por cuanto el Estatuto Orgánico del Cuerpo de Gestores
Administrativos de 1 de marzo de 1963 -posteriormente
modificado por Decretos de 24 de marzo de 1967, 9
de julio de 1970 y 23 de diciembre de 1972. así como
por el Real Decreto 1.324/1979, de 4 de abril- esta­
blece en su arto 6 que. para adquirir tal condición. habrá
de estarse en posesión de alguno de los títulos aca­
démicos que en dicho precepto se citan y superar unas
pruebas de aptitud. En apoyo de esta línea de razo­
namiento. se hacia referencia a la Sentencia del T.S.
de 4 de junio de 1993 en la que textualmente se dice
que la condena a título del delito de intrusismo prevenido
en el art. 321.1 del anterior Código Penal no se ve afec­
tada por la STC 111/1993 «en razón a que el Gestor
actúa. bajo un sistema de protección específico. como
representante de una persona física o jurídica. con lo
que su régimen de responsabilidad ofrece unas carac­
terísticas muy específicas y determinadas, con exigencia
de título universitario indispensable para llevar a cabo
unas tareas en las que se ven o pueden verse afectados
intereses importantes de las personas que les encomien­
dan las gestiones que en cada caso proceden, con muy
graves consecuencias si las obligaciones que nacen de
su condición de Gestor Administrativo, con un especial
status aprobado por la Administración, no se cumplen
o se cumplen ma"•.

Por lo que se refiere a la supuesta vulneración del
derecho de los recurrentes a la tutela judicial efectiva
sin indefensión, argumentaba la representación del Cole­
gio Oficial de Gestores Administrativos de Valencia que
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en modo alguno cabía fundamentar la lesión de tal dere­
cho en la discrepancia de aquéllos respecto de la norma
penal que les había sido aplicada, ni, con menor razón
aún, en su pretensión de que el comportamiento delictivo
de dos de ellos debiera haberse considerado absorbido
al gozar el tercero de la condición de Abogado, ya que,
según el art. 27.5 del R.D.2.090/1982, de 24 de julio
(Estatuto de la Abogacía), existía una clara incompati­
bilidad de ejercicio entre ambas profesiones.

10. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional presen­
tó, por su parte, su escrito de alegaciones con fecha
de 30 de octubre de 1995. En él, tras manifestar -frente
a la tesis defendida de contrario en las resoluciones
recurridas y en el escrito de alegaciones presentado por
el Colegio Oficial de Gestores Administrativos de Valen­
cia- que la STC 111/1993 era plenamente aplicable
al caso de autos, concluía interesando la concesión del
amparo solicitado por don Rafael Vicente Montesinos
Zamorano y doña María Luisa Giral Mangas por entender
que, respecto de estos dos recurrentes, cabía atribuir
a las Sentencias impugnadas una 'patente infracción del
derecho a la legalidad penal por haber llevado a cabo
una interpretación extensiva in malam partem del
arto 321 del Código Penal entonces vigente, toda vez
que, con total independencia de la exigencia de titulación
universitaria del candidato a Gestor Administrativo, lo
cierto es que esta última titulación no tiene el carácter
académico que, según se declaraba en la STC
111/1993, inexorablemente requiere el tipo penal con­
templado en el art. 321.1 del anterior Código Penal,
ya que su expedición corresponde al Ministro de la Pre­
sidencia del Gobierno a propuesta de la Junta de Gobier­
no del Colegio. En cambio, el Ministerio Fiscal se mos­
traba contrario a la concesión del amparo solicitado por
don Hipólito Vicente Granero Sánchez por considerar
que, a tenor de lo declarado por este Tribunal en la
STC 74/1994, la falta antes prevista en el art. 572 del
Código Penal hoy derogado se cometía siempre que se
llevaran a cabo actos propios de una profesión sin que
se hubiera dado cumplimiento a la exigencia reglamen­
taria de inscripción en el Colegio correspondiente, con­
ducta en todo coincidente con la desarrollada por el
recurrente mencionado en últimó lugar.

11. Por providencia de fecha 14 de julio de 1997,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 15 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Alegan los recurrentes que las Sentencias aquí
impugnadas han vulnerado su derecho fundamental a
la legalidad penal (art. 25.1 C.E.) al haber realizado una
interpretación extenstva in malam partem ele la Ley penal
en el sentido de la doctrina contenida en la STC
111/1993. También alegan lesión de su derecho a la
tutela judicial efectiva por interpretación restrictiva de
los arts. 9 y 10 del Estatuto General de la Abogacía.

El Colegio de Gestores Administrativos de Valencia
se opone a la concesión del amparo al entender que
no existe infracción del arto 25.1 C.E., ya que la doctrina
sentada en la STC 111/1993 únicamente afectaba a
la profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria y
que, además, tampoco sería aplicable al caso de autos
por cuanto el Estatuto Orgánico del Cuerpo de Gestores
Administrativos' establece que, para adquirir tal condi­
ción, habrá de estarse en posesión de alguno de los
títulos académicos que en dicho precepto se citan y
superar unas pruebas de aptitud'. Respecto de la ale­
gación del arto 24.1 C.E., entiende que se trata de una
simple discrepancia con el criterio del órgano judicial.

El Fiscal. por su parte, entiende infundada la vulne­
ración denunciada del arto 24.1 C.E. y, respecto del
art. 25.1 C.E. propone un tratamiento diferenciado a los
distintos demandantes. Distingue, en razón de la con­
dena impuesta, entre, por una parte, don Rafael Vicente
Montesinos Zamorano y doña María Luisa Giral Mangas,
condenados por intrusismo, y, por otra, don Hipólito
Vicente Granero Sánchez, condenado por la falta de cole­
giación, lo que lleva a entender que sólo los primeros
sufrieron la lesión denunciada del derecho fundamental
a la legalidad penal. interesando consecuentemente que
sólo a ellos se les otorgue el amparo.

2. Para dar respuesta a las cuestiones que se plan­
tean, hemos de determinar, en primer lugar, si las reso­
luciones impugnadas han vulnerado el arto 25.1 C.E. A
estos efectos, hemos de salir al paso de la argumentación
contenida en las Sentencias recurridas -:-y también en
el escrito de alegaciones presentado por el Colegio Ofi­
cial de Gestores Aministrativos de Valencia- en el sen­
tido de que la doctrina sentada en la STC 111/1993
no sería aplícable al caso de autos dadas las profundas
diferencias que cabe establecer entre la profesión de
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria, a la que aquélla
se refería en concreto, y la de Gestores Administrativos.
A cuyo efecto conviene efectuar algunas precisiones res­
pecto de las principales características de la regulación
de esta última actividad.

3. El Estatuto Orgánico del Cuerpo de Gestores
Administrativos fue aprobado por Decreto de 1 de marzo
de 1963, posteriormente modificado por Decretos de 9
de julio de 1970, 23 de diciembre de 1972 y 24 de
marzo de 1977, así como por Real Decreto 1.324/1979,
de 4 de abril. En los apartados e), f) e i) de dicho Estatuto
se establece que, para adquirir la condición de Gestor
Administrativo, será .preciso reunir, entre otros, los
siguientes requisitos: 1) estar en posesión del título de
Licenciado en Derecho, en Ciencias Económicas, Cien­
cias Empresariales o Ciencias Políticas; 2) superar las
pruebas de aptitud que se exijan; y 3) estar incorporado
a un Colegio Oficial de Gestores Administrativos y haber
satisfecho los gastos de incorporación a dicho Colegio
y los de expedición del título profesional.

Es precisamente en esa exigencia de titulación uni­
versitaria como requisito sine qua non para poder realizar
las pruebas de aptitud correspondientes a la obtención
del título de Gestor Administrativo, así como eA la exis­
tencia de un Acuerdo entre el Consejo General de Ges­
tores Administrativos y la Universidad de Alcalá de Hena­
res al objeto de concretar las pruebas de aptitud con­
ducentes a la obtención de dicho título en la superación
de un curso de postgrado impartido a lo largo. de dos
cuatrimestres por la Fundación para la Formación de
Altos Profesionales integrada en esa Universidad, en
donde se basan las Sentencias recurridas y el Colegio
Oficial de Gestores Administrativos de Valencia para afir­
mar que la referida titulación tiene el carácter académico
qúe en la STC 111/1993 se requería para poder con­
siderar, sin quiebra del principio de legalidad penal. que
la realización de los actos que le son propios por quien
no posee el correspondiente título es constitutiva del
delito de intrusismo descrito en el art. 321 del Código
Penal vigente en el momento de los hechos. Pero, como
ya advertíamos en la tantas veces citada STC 111/1993
(fundamento jurídico 10) y nos recuerda ahora el Minis­
terio Fiscal. el hecho de que para acceder al títuló de
Gestor Administrativo se requiera estar previamente en
posesión de un determinado título universitario no con­
vierte a la titulación añadida en «académica» a los efectos
de la aplicación del arto 321 del anterior Código Penal.
sino que lo verdaderamente importante es, según allí
declaramos, que el título «en sí» de Gestor Administrativo
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«obviamente no es un título académico, puesto que ni
su obtención requiere la realización de estudios supe­
riores específicos, ni es la autoridad académica quien
lo concede». El hecho cierto de que para su obtención
sea preciso superar un curso de postgrado impartido
durante dos cuatrimestres por una universidad no supo­
ne su conversión en titulación académica, toda vez que
no es esa universidad quien la expide, sino que. a tenor
del arto 12 del Estatuto Orgánico del Cuerpo de Gestores
Administrativos, ello corresponde al «Ministro de la Pre­
sidencia del Gobierno. a propuesta de la Junta de Gobier­
no del Colegio de la demarcación correspondiente. cu....
sada por el Consejo General. a la que se acompañará
certificación acreditativa de que el aspirante reúne todos
los requisitos establecidos en el arto 6 con indicación
del título académico que posee y expresión de la cuantía
de la fianza constituida».

Debe concluirse. en suma. que el titulo de Gestor
Administrativo. por más que para su obtención establez­
ca una serie de exigencias «académicas» concretadas
en la necesidad de que los aspirantes al mismo tengan
una determinada titulación universitaria y hayan supe­
rado unas pruebas de aptitud organizadas por una uni­
versidad. no lo convierte en un título académico a los
específicos efectos de aplicación dél arto 321 del anterior
Código Penal.

Sentado lo anterior. resulta. ante todo, aplicable al
caso de autos la doctrina sentada en la STC 111/1993.
con el consiguiente otorgamiento del amparo. dada la
ausencia de un interés público esencial merecedor de
tan alto grado de protección como la otorgada a través
del sistema penal de Sanciones, lo que paladinamente
se desprende de la propia definición que de los Gestores
Administrativos ofrece el arto 1 de su Estatuto. a cuyo
tenor: «son profesionales que... se dedican de modo habi­
tual y con tal carácter de profesionalidad y percepción
de honorarios. a promover. solicitar y realizar toda clase
de trámites que no requieran la aplicación de la técnica
jurídica reservada a la Abogacía, relativos a aquellos
asuntos que en interés de personas naturales o jurídicas.
y a solicitud de ellas, se sigan ante cualquier órgano
de la Administración Pública, informando a sus clientes
del estado y vicisitudes del procedimiento por el que
se desarrollan».

4. Entiende, sin embargo, el Ministerio Fiscal. a par­
tir de la bifurcación de responsabilidades operada por
la Sentencia de apelación que. si bien procede la com­
pleta anulación de las condenas de don Rafael Vicente
Montesinos y de doña María Luisa Giral Mangas, no
obstante. el amparo debe ser denegado por lo que hace
a la condena de don Hipólito Vicente Granero Sánchez
como autor de la falta de no colegiacíón comprendida
en el arto 572 C.P. (T.R. 1973).

La estructura de la Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Valencia no permite dicha disociación. La sola
lectura de sus fundamentos jurídicos evidencia cómo
su razonamiento se encuentra centrado y tiene solamen­
te sentido desde la premisa de la protección penal de
la profesión de Gestor Administrativo. descartando la
aplicación al caso de la doctrina contenida en la
STC 111/1993. El quinto de los referidos fundamentos
jurídicos. aquél en el que se justifica la condena por
una falta del acusado que es licenciado en Derecho.
no tiene otro sentido que el de atender a este último
elemento, el relativo a las titulaciones de cada uno a
fin de aplicar una sanción más benigna al acusado en
cuestión. pero todo ello una vez que se ha comprobado
que. prima facie, la conducta de todos ellos era sub­
sumible en el tipo del arto 321 C.P. (T.R. de 1973) al
no tener ninguno de ellos la referida condición de Gestor
Administrativo. La aplicación de una sanción más benig-

na resultaba. en efecto. posible respecto del recurrente'
don Hipólito Vicente Granero, dada su condición de
licenciado en Derecho. pero no así respecto de los dos
restaotes.'

Aparece, de este modo. patente la vinculación exis­
tente entre la condena del Sr. Granero y la conclusión
alcanzada por la Sentencia de apelación respecto de
la incidencia del arto 25.1 C.E. en el ámbito de la pro­
tección penal de la profesión de Gestor Administrativo.
con apoyo en el citado arto 321 c.P. Es. pues. esa vin­
culación la que, en la estructura lógica de la indicada
Sentencía. explica el alcance con la que la misma lleva
a efecto la revocación parcial de la Sentencia conde­
natoria de primera instancia. lo que conduGe por nuestra
parte a que el reconocimiento del derecho fundamental
a la legalidad penal deba hacerse a los tres demandantes
de amparo. con la íntegra declaración de nulidad de
las resoluciones impugnadas,

5. Por lo que hace. finalmente, a la alegación de
vulneración del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.) la misma debe ser desestimada
toda vez que lo que se nos plantea es una mera dis­
crepancia con la interpretación que de los arts. 9 y 10
del Estatuto General de la Abogacía han realizado las
resoluciones impugnadas. que carece de relevancia
constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don
Rafael Vicente Montesinos Zamorano, doña María Luisa
Giral Mangas y don Hipólito Vicente Granero Sánchez,
y. en consecuencia:

1.° Reconocer a los recurrentes el derecho funda-
mental a la legalidad penal. ,

2.° Anillar la Sentencia dictada por el Juzgado de
lo Penal núm. 5 de Valencia, con fecha de 25 de enero
de 1994, así como la Sentencia de la $ección Segunda
de la Audiencia Provincial de esa misma ciudad, de fecha
23 de julio de 1994.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. ji quince de julio de mil novecientos
noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz-Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pablo García
Manzano.-Firmados y rubricados.

17716 Sala Primera. Sentencia 131/1997, de 15 de
julio de 1997. Recurso de amparo
3.860/1994. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Madrid que confirmó en ape­
lación la condena impuesta a los recurrentes
en la dictada por el Juzgado de Instrucción
núm. 5 de Alcorcón en juicio de faltas. Vul­
neración del derecho a la presunción de ino­
cencia: ausencia de prueba de cargo.

La Sala PriJl1era del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón. don


